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¿Por qué el Proyecto de Ley N.º 12215-2025-CR, que busca 

evaluar cada seis meses todas las reservas creadas a favor 

de los PIACI, es inconstitucional?1 
 

1. ¿Quiénes son los pueblos indígenas u originarios en situación de 

aislamiento y contacto inicial? 

El Perú es un país multicultural y multilingüe. Según datos del Ministerio de Cultura, al 

menos 55 pueblos indígenas viven en el territorio nacional. Los pueblos indígenas en 

situación de aislamiento y contacto inicial (PIACI) forman parte de este conjunto de 

pueblos. Sin embargo, a diferencia de las comunidades campesinas y nativas que suelen 

tener mayor visibilidad, estos poseen una serie de características que los singularizan, y 

ameritan un tratamiento jurídico diferenciado.  

En ese entender, los pueblos en aislamiento son “aquellos pueblos o segmentos de 

pueblos que limitan en gran medida o rechazan el establecimiento de relaciones de 

interacción sostenida con miembros de la sociedad envolvente, a quienes ven como 

agresores, alejándose de ellos, repeliendo su ingreso a sus territorios u ocultándose de 

éstos, como un mecanismo para garantizar su integridad física y socio cultural. 

Presentan condiciones de extrema vulnerabilidad, principalmente en los aspectos 

inmunológicos, demográfico y territorial”2. (Huertas, 2010, P.29). 

Para la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas de Derechos Humanos 

(OACNUDH), los PIACI son “pueblos que mantienen un contacto reciente con la 

población mayoritaria; pueden ser también pueblos que a pesar de mantener contacto 

desde tiempos atrás, nunca han llegado a conocer con exactitud de patrones y códigos 

de relación de la población mayoritaria. Esto puede deberse a que estos pueblos 

mantienen una situación de semi-aislado, o a que las relaciones con la población 

mayoritaria no son permanentes, sino intermitentes”3. 

En su oportunidad la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha señalado por 

ejemplo que, “es imposible saber cuántos pueblos o personas indígenas permanecen en 

 
1 Elaborado por Maritza Quispe Mamani, Juan Carlos Ruiz Molleda y Francisca Orrego Galarce. 
2 Huerta, B. (2010). Despojo Territorial, conflicto social y exterminio-Pueblos indígenas en situación de 
aislamiento, contacto inicial de la amazonia peruana, recuperado el 20 de marzo, de  
http://www.servindi.org/pdf/Informe_9.pdf 
3 Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y en Contacto Inicial de la Región 
Amazónica. El Gran Chaco y la Región Oriental de Paraguay. 2012, párr. 12 

http://www.servindi.org/pdf/Informe_9.pdf
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aislamiento, pero algunos cálculos se refieren a uso 200 pueblos y aproximadamente 10 

000 personas”4. 

Por su parte la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha precisado que “[l]os 

pueblos indígenas en situación de aislamiento voluntario son pueblos o segmentos de 

pueblos indígena que no mantienen contactos sostenidos con la población mayoritaria 

no indígena, y que suelen rehuir todo tipo de contacto con personas ajenas a su pueblo.  

También pueden ser pueblos o segmentos de pueblos previamente contactados y que, 

tras un contacto intermitente con las sociedades no indígenas han vuelto a una situación 

de aislamiento, y rompen las relaciones de contacto que pudieran tener con dichas 

sociedades [CIDH. Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en las 

Américas”5.  

En esa línea, y según el Tribunal Constitucional peruano, (TC) existe dos necesidades 

para proteger a los PIACI: El deber del Estado de indentificarlos (con la finalidad de 

velar porque se garantice el aislamiento, en la medida en que los pueblos así lo quieran, 

y, por otro lado, la obligación de respetar su decisión de permanecer en aislamiento6. 

Agrega la Corte IDH en el caso Tagaeri Taromenane vs Ecuador, que una de las formas 

de proteger a los pueblos en aislamiento es delimitando y protegiendo sus territorios7.  

 

2. Reconocimiento jurídico a nivel nacional  

A pesar de su difícil individualización, en el Perú habitan diversos pueblos indígenas u 

originarios en situación de aislamiento y contacto inicial. La información que existe sobre 

ellos es la que ha podido ser recogida principalmente en el marco de los estudios previos 

de reconocimiento que se elaboraron para fundamentar la necesidad de su 

reconocimiento oficial y protección de sus territorios por parte del Ministerio de Cultura. 

El Estado peruano mediante Decreto Supremo Nº 001-2014-MC, Decreto Supremo Nº 

004-2017-MC, Decreto Supremo Nº 002-2018 –MC, y el Decreto Supremo Nº 001-2019-

MC, reconoció oficialmente veinticinco pueblos indígenas u originarios en situación de 

 
4 Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y contacto inicial en la Américas. CIDH, 2013, P.6 
5 OEA/SER.L/V/II. Informe de 30 de diciembre de 2013, párr. 11. 
6 Exp. Nº 01045-2021-PA/TC (f.j. del voto de la dra. Ledesma).  
7 https://www.idl.org.pe/el-derecho-a-la-propiedad-de-los-pueblos-en-aislamiento-sobre-sus-territorios-
y-los-estandares-internacionales-que-el-estado-debe-aplicar/ 
 

https://www.idl.org.pe/el-derecho-a-la-propiedad-de-los-pueblos-en-aislamiento-sobre-sus-territorios-y-los-estandares-internacionales-que-el-estado-debe-aplicar/
https://www.idl.org.pe/el-derecho-a-la-propiedad-de-los-pueblos-en-aislamiento-sobre-sus-territorios-y-los-estandares-internacionales-que-el-estado-debe-aplicar/
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aislamiento y contacto inicial. De los cuales existen más de un indeterminado número 

de pueblos en situación de aislamiento cuya pertenencia étnica aún no ha sido 

identificado: 1) Maschco-piro, 2) Kakataibo, 3) Matsigenka, 4) Isconahua, 5) Murunahua, 

6) Chitonahua, 7) Mastanahua, 8) Marubo, 9) Matsés, 10) Matís, 11) Mayoruna, 12) 

Korubo, 13) Kulinapano, 14) Remo, 15) Fleichero, 16) Kapanawa, 17) un pueblo indígena 

cuya pertenencia étnica no ha sido identificado en el ámbito de la Reserva Indígena (en 

adelante RI) Mashco Piro, 18) un pueblo indígena cuya pertenencia étnica no ha sido 

identificado en el ámbito de la RI Kugapakori Nahua y otros, 19) un pueblo indígena 

cuya pertenencia étnica no ha sido identificado en la RI Madre de Dios, 20) otros pueblos 

cuya pertenencia étnica no se ha podido identificar en el ámbito de la solicitud Yavari 

Tapiche, y seis pueblos indígenas en contacto inicial:  Yora (Nahua),  Matsigenka,  

Mastanahua, Isconahua, Chitonahua y  Amahuca. El último reconocimiento se dio a 

través del decreto supremo Nº 010-2022-MC, mediante el cual el gobierno reconoce a 5 

pueblos: 21) Aewa, 22) Taushiro, 23) Tagaeri, 24) Taromenane y 25) Zaparo, en situación 

de aislamiento correspondiente al ámbito de la solicitud para la creación de la Reserva 

Indígena Napo, Tigre y Afluentes, ubicadas en el departamento de Loreto. 

Sumando un total de 25 pueblos reconocidos por el Estado peruano de los cuales 21 están 

en situación de aislamiento y contacto inicial, 4, aún no han sido determinados, y 6 

pueblos en contacto inicial. 

Pueblos en aislamiento y contacto inicial reconocidos por el Estado peruano 

Pueblos en situación de aislamiento 21 

Pueblos en aislamiento cuya pertenencia 

étnica aún no han sido determinadas 

04 

Pueblos en contacto inicial  06 

Elaboración propia 

La Constitución Política del Perú, en su artículo 89 reconoce la existencia de los pueblos 

indígenas. Señala además que el Estado debe garantizar el uso y la libre disposición de 

sus tierras, agregando además en su artículo 2.19 que los estados deben proteger la 

pluralidad étnica y cultural de la Nación. 

Sin embargo, no hace mención especial a los PIACI, aunque existe normativa nacional 

vigente que reconoce y protege exclusivamente a estos pueblos. A ello se suma los 

instrumentos internacionales ratificados por el Estado peruano en materia de derechos 
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humanos, y que forman parte del ordenamiento jurídico gracias a las cláusulas de la 

apertura establecidas en nuestra norma fundamental8, y que deben ser cumplidas por 

los estados en favor de estos pueblos.  

Al respecto, el Tribunal Constitucional peruano (TC), ha señalado que, si bien la norma 

fundamental peruana no cuenta con preceptos que se refieren de forma directa a los 

PIACI. “Sin embargo, de ello no se puede derivar que se trata de colectivos que se 

encuentren al margen de la tutela que dispensa la Constitución”. (Exp. N.° 01045-2021-

PA/TC, voto singular de la magistrada Marianella Ledesma Narváez). 

Agrega este tribunal que, “esto no supone que la omisión de alguna referencia expresa 

a la situación de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario no debe conducirse a 

que nuestra norma fundamental no otorgue mecanismos de protección a sus derechos”. 

(Exp. N.° 01045-2021-PA/TC, voto singular de la magistrada Marianella Ledesma 

Narváez).  

A diferencia del Estado peruano, las constituciones de Bolivia y Ecuador9, sí reconocen 

los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento. Al estatuir en su normativa 

dispositivos que establecen la necesidad de garantizar sus derechos. 

Constitución de Bolivia Constitución de Ecuador 

Artículo 31 

I. Las naciones y pueblos indígena 

originarios en peligro de extinción, en 

situación de aislamiento voluntario y no 

contactados, serán protegidos y 

respetados en sus formas de vida 

individual y colectiva.  

II. Las naciones y pueblos indígenas en 

aislamiento y no contactados gozan del 

derecho a mantenerse en esa condición, a 

Art. 57  

“(…) 

Los territorios de los pueblos en 

aislamiento voluntario son de posesión 

ancestral irreductible e intangible, y en 

ellos estará vedada todo tipo de actividad 

extractiva. El Estado adoptará medidas 

para garantizar sus vidas, hacer respetar 

su autodeterminación y voluntad de 

permanecer en aislamiento, y precautelar 

 
8 Artículo 3 de la Constitución Política de Perú dice que también son derechos humanos los que se fundan 
en la dignidad humana, como son los tratados internacionales de derechos humanos. Artículo 55 de la 
Constitución Política de Perú, que establece que los tratados en vigor celebrados por el Estado forman parte 
del derecho nacional. La cuarta disposición Final y Transitoria de la Constitución dispone también que “[las] 
normas relativas a los derechos y a las libertades que la Constitución reconoce se interpretan de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y con los tratados y acuerdos internacionales sobre las 
mismas materias ratificados por el Perú́.”  
9 Artículos 31 y 57 de sus constituciones respectivamente. 
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la delimitación y consolidación legal del 

territorio que ocupan y habitan. 

la observancia de sus derechos. La 

violación de estos derechos constituirá 

delito de etnocidio, que será tipificado 

por la ley. 

Elaboración propia  

El reconocimiento expreso de protección de estos pueblos en las constituciones de los 

países antes mencionados es muy importante, especialmente porque el Perú 

territorialmente limita con estos países, y se ha demostrado por ejemplo la existencia de 

pueblos en aislamiento en la frontera con Ecuador y Perú, Perú y Brasil, que 

probablemente comparten el mismo territorio, pues para estos pueblos no existen 

frontera alguna. Este aspecto es muy importante y tiene mucha relevancia en un contexto 

donde las organizaciones indígenas están proponiendo iniciativas como son los 

corredores territoriales.  

Lo mismo sucede con Brasil, si bien la Constitución Política de este país no hace mención 

a los pueblos en aislamiento, sin embargo, de manera indirecta los protege a través del 

reconocimiento del derecho que tienen los indígenas sobre las tierras que 

tradicionalmente ocupan10, aunque en la práctica los mecanismos de proyección hacia 

estos pueblos son muy deficientes.  

A pesar de que en los últimos años se han dado avances importantes en materia de 

protección de PIACI, estos no han sido suficientes, debido a que existen vacíos y retos 

prácticos para su plena efectividad. A ello se suma la insuficiente respuesta del Estado 

para responder de manera efectiva la problemática de estos pueblos. Tal como señala la 

CIDH, “a pesar de estas protecciones jurídicas, en la práctica los pueblos en aislamiento 

se encuentran en una situación altamente vulnerable, y muchos de ellos en grave peligro 

de desaparecer por completo”11, debido a las constantes amenazas a las que están sujetas.  

Pese a estos vacíos, el Estado tiene la obligación de protegerlos aplicando el marco 

internacional y nacional de derechos humanos. Estos pueblos no cuentan con defensas 

inmunológicas, lo que los hace más vulnerables al contacto con el resto de integrantes 

de la sociedad nacional, estando en juego su salud, por ende, su subsistencia. 

 
10 Constitución Política de Brasil. Art. 231, párrafo 1. 
11 Informe Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en las Américas. 2013, párr. 17 
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No olvidemos que muchos de estos pueblos decidieron aislarse voluntariamente debido 

a una serie de hechos traumáticos de explotación, esclavitud y violencia, ocurridos a raíz 

de diversos booms económicos como el del caucho o goma vegetal, manteniendo tal 

decisión hasta nuestros días. En esta época, sus vidas se mantienen amenazadas debido 

al creciente interés por desarrollar proyectos de infraestructura o extractivista 

provenientes del sector público y privado, por lo que tal determinación de no contacto 

debe ser respetada en todos sus extremos. 

 

3. La especial vulnerabilidad de los pueblos en aislamiento y las 

características que las diferencian de otros pueblos  

La Ley Nº 28736, ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación 

de aislamiento y contacto inicial, define el término “aislamiento” como la “situación de 

un pueblo o parte de él que ocurre cuando éste no ha desarrollado relaciones sostenidas 

con los demás integrantes de la sociedad nacional o que, habiéndolo hecho, han optado 

por descontinuarlas”; y luego define “contacto inicial” como la “situación de un pueblo 

indígena, o parte de él  que ocurre cuando éste ha comenzado un proceso de interrelación 

con los demás integrantes de la sociedad nacional”.12 

Por su parte, las Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y 

en Contacto Inicial de la Región Amazónica, el Gran Chaco y la Región Oriental de 

Paraguay, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, ha señalado que los pueblos en contacto inicial “son pueblos que mantienen 

un contacto reciente con la población mayoritaria; pueden ser también pueblos que a 

pesar de mantener contacto desde tiempo atrás, nunca han llegado a conocer con 

exactitud los patrones y códigos de relación de la población mayoritaria. Esto puede 

deberse a que estos pueblos mantienen una situación de semi aislamiento, o a que las 

relaciones con la población mayoritaria no son permanentes, sino intermitentes. Los 

pueblos en contacto inicial son pueblos que previamente permanecían en aislamiento y 

que bien forzados por agentes externos, bien por decisión del grupo, o por factores de 

otro tipo entran en contacto con la población mayoritaria”.13 

 
12 La Ley N° 28736 – Ley para la Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en Situación de Aislamiento 
y en Situación de Contacto Inicial, Artículo 2 inciso b) y c). 
13 Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y en Contacto Inicial de la Región 
Amazónica, el Gran Chaco y la Región Oriental de Paraguay, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, Ginebra, Febrero 2012, fundamento 12. 
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Si bien, puede observarse que los pueblos en aislamiento  y aquellos en contacto inicial, 

se distinguen entre sí, por el grado de interrelación que tienen con la sociedad 

mayoritaria, ambos comparten características esenciales reconocidos por el derecho 

internacional, en particular por las Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas 

en Aislamiento y en Contacto Inicial de la Región Amazónica, el Gran Chaco y la Región 

Oriental de Paraguay emitidas por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos:14 

Estas características son muy importantes, y que debe ser tomado en cuenta no solo por 

los Estado, sino también por cualquier persona que intente ingresar a sus territorios. Para 

ello, las Naciones Unidas ha desarrollado con mayor detalle las características de estos 

pueblos al establecer que, “los pueblos en aislamiento son pueblos o segmentos de 

pueblos indígenas que no mantienen contactos regulares con la población mayoritaria, 

y que además suelen rehuir todo tipo de contacto con personas ajenas a su grupo (…) 

Para estos pueblos el aislamiento no ha sido una opción voluntaria sino una estrategia 

de supervivencia (...)”15. 

A continuación, algunas características de los pueblos en aislamiento que los diferencian 

del resto y que expresan la vulnerabilidad de los mismos: 

a. Son profundamente dependientes de su medio ambiente: “Son pueblos 

altamente integrados en los ecosistemas en los que habitan y de los cuales forman 

parte, manteniendo una estrecha relación de interdependencia con el medio 

ambiente en el que desarrollan sus vidas y su cultura”. Poseen un profundo 

conocimiento de su medio ambiente, lo que les permite vivir de manera 

autosuficiente generación tras generación, razón por la cual el mantenimiento de 

sus territorios es de vital importancia para todos ellos”16.  

b. Son vulnerables a las normas sociales y culturales de la sociedad mayoritaria: 

“Son pueblos que no conocen el funcionamiento de la sociedad mayoritaria y 

que, por lo tanto, se encuentran en una situación de indefensión y extrema 

vulnerabilidad ante los diversos actores que tratan de acercarse a ellos, o que 

 
14 Ibídem, párrafo 14. 
15 Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y en Contacto Inicial de la Región 
Amazónica, el Gran Chaco y la Región Oriental de Paraguay, Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos, Ginebra, febrero 2012, párrafo 8.  
16 Ibídem, párrafo 15 
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tratan de acompañar su proceso de relación con el resto de la sociedad, como en 

el caso de los pueblos en contacto inicial”17. 

c. Son extremadamente vulnerables a enfermedades e impactos ambientales: 

“son pueblos altamente vulnerables, que en la mayoría de los casos se encuentran 

en grave peligro de extinción. Su extremada vulnerabilidad se agrava ante las 

amenazas y agresiones que sufren sus territorios que ponen en peligro 

directamente el mantenimiento de sus culturas y de sus formas de vida, debido 

a que generalmente, los procesos de contacto vienen acompañados de impactos 

drásticos en sus territorios que alteran irremediablemente sus relaciones con su 

medio ambiente y modifican, a menudo radicalmente, las formas de vida y las 

prácticas culturales de estos pueblos. La vulnerabilidad se agrava, aún más, ante 

las violaciones de derechos humanos que sufren habitualmente por actores que 

buscan explotar los recursos naturales presentes en sus territorios y ante la 

impunidad que generalmente rodea a las agresiones que sufren estos pueblos y 

sus ecosistemas”18.  

La vulnerabilidad a las enfermedades externas es una característica común entre los 

pueblos en aislamiento y en contacto inicial.19 Estos pueblos presentan altos niveles de 

vulnerabilidad principalmente con relación a tres aspectos: inmunológicos, 

demográficos y territoriales. De un lado, su alta sensibilidad a enfermedades externas se 

debe a su carencia de defensas inmunológicas para combatirlas, así, enfermedades 

infecciosas y virales exógenas, como la gripe, pueden causar epidemias, prolongados 

periodos de enfermedad, muertes masivas y, en el mejor de los casos, largos procesos de 

convalecencia.20  

En este sentido, diversos autores coinciden en señalar que cualquiera sea la causa de la 

susceptibilidad a determinadas enfermedades, poblaciones indígenas que en el pasado 

han sido vulnerables a las enfermedades virales exógenas, requerirían de tres a cinco 

generaciones (entre 90 y 150 años) para estabilizar su respuesta ante determinado agente 

infeccioso.21 La recurrencia y frecuencia con que se producen brotes de enfermedades 

 
17 Ibídem, párrafo 15 
18 Ibídem, párrafo 15 
19 Huertas Castillo, Beatriz, “Autodissemination y salud”. En: El derecho a la salud de los pueblos indígenas en 
aislamiento y en contacto inicial, Huertas y otros, IWGIA, Lima, 2008, p. 37. 
20 Ibídem, p. 43. 
21 Ibídem, 37. 
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virales e infecciosas en estas poblaciones impide que dispongan de tiempo suficiente 

para recuperarse y afrontar de mejor manera las nuevas epidemias, agravando aún más 

su situación. Las altas tasas de mortandad existentes en varios de estos pueblos han 

llevado a ubicar a algunos de ellos en lo que se denomina el “umbral de su 

sobrevivencia”, que los podría llevar al riesgo de la extinción.22  

En dicho contexto, se ha señalado que las actividades de exploración petrolera en la 

Amazonía han contribuido a muchos casos de contacto con pueblos indígenas en 

aislamiento voluntario y a la aparición de nuevas enfermedades con altos grados de 

mortalidad.23  

Es preciso señalar además que, existe una alta dependencia de estos pueblos indígenas 

con respecto a los recursos naturales existentes en sus territorios con fines de 

subsistencia, lo cual hace necesaria que sus espacios vitales se mantengan en condiciones 

tales que logren garantizar su bienestar en el presente y su continuidad física y social en 

el futuro. Sus prácticas de subsistencia reproducen la lógica y dinámica del bosque 

tropical amazónico, en el que, si bien existe una amplia variedad de recursos naturales, 

éstos se encuentran dispersos en diferentes ecosistemas, y son de muy lenta 

reproducción, lo cual genera la necesidad de disponer de amplios territorios, en los que 

la población pueda encontrar la variedad de productos alimenticios que requieren para 

tener un régimen alimentario balanceado.24 

Debido justamente a su grado de vulnerabilidad física y cultural es que estos pueblos 

indígenas tienen un estándar de protección mayor reconocido tanto por el derecho 

internacional y nacional. 

 

4. El proyecto de ley 12215/2025-CR, que modifica la Ley 28 736, ley para la 

protección de pueblos en situación de aislamiento y contacto inicial es 

inconvencionales y viola los derechos de los PIACI 

El 26 de agosto de 2025 el congresista Juan Carlos Mori Celis, ha presentado el Proyecto 

N° 12215-2025-CR, el cual propone modificar la ley N° 28736, ley para la protección de 

 
22 Ibid.  
23 Orta-Martínez, Martí y Finer, Matt, “Oil frontiers and indigenous resistance in the Peruvian Amazon”, 
Ecological Economics, 70 (2010), p. 210.  
24 Huertas Castillo, Beatriz, “Autodeterminación y protección”. En: Pueblos indígenas en aislamiento 
voluntario y contacto inicial en la Amazonia y el Gran Chaco, Parellada y otros, IWGIA, 2007, p. 44. 
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PIACI, incorporando dos modificaciones principales. En primer lugar, se propone que 

el Poder Ejecutivo cada seis meses remita al Congreso un informe y evaluación periódica 

de las reservas creadas a favor de los PIACI. En segundo lugar, propone crear una 

Comisión Especial Multisectorial encargada de reevaluar periódicamente (cada 2 años) 

los procesos de categorización de pueblos en aislamiento o contacto inicial y de 

proporcionar un informe con su evaluación al Congreso para su revisión y eventual 

pronunciamiento. Dicha Comisión Especial Multisectorial debería ser formada por 17 

miembros/as, de los cuales únicamente dos serían de las organizaciones indígenas y/o 

sociedad civil organizada de la zona de ubicación de los PIACI. La propuesta de 

composición de la Comisión Especial Multisectorial estaría compuesta específicamente 

para lograr los votos necesarios para poder anular o extinguir todas las Reservas creadas 

a favor de los PIACI y conllevaría la exclusión de las organizaciones indígenas 

representativas. 

 

5. ¿Qué propone el proyecto de ley?  

A continuación, el texto normativo que se propone: 

Artículo 9.- Informe y Evaluación periódica  

El Poder Ejecutivo, cada 06 (seis) meses remitirá a través del órgano competente, a la 

Comisión de Cultura y la Comisión de Fiscalización un informe detallado sobre:  

a) El estado de los procesos de categorización de los pueblos indígenas en situación de 

aislamiento y en situación de contacto inicial (PIACI).  

b) Los criterios técnicos, antropológicos y socioambientales empleados en la 

categorización y su actualización. 

c) La evaluación de la pertinencia de mantener, modificar o levantar las categorías 

existentes, así como los impactos en el desarrollo regional y nacional.  

d) Los objetivos y logros alcanzados en la gestión de protección de estos pueblos, conforme 

a lo establecido en el artículo 3 de la presente ley.  

Los procesos de categorización de pueblos en aislamiento o contacto inicial deberán ser 

reevaluados cada dos (2) años, mediante informe técnico multidisciplinario validado por 

el sector competente. Dicho informe será remitido obligatoriamente al Congreso de la 

República para su revisión y eventual pronunciamiento.”  
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Artículo 2. Incorporación de la Cuarta, Quinta y Sexta Disposición Final de la Ley 28736 

Ley para la Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en Situación de Aislamiento 

y en Situación de Contacto Inicial  

DISPOSICIONES FINALES  

(…) 

CUARTA. - Créase la Comisión Especial Multisectorial Revisora, de naturaleza 

temporal, encargada de proponer las modificaciones y adecuaciones necesarias, así como 

realizar la revisión, actualización y emisión de opiniones respecto del proceso de 

categorización de los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento y en situación de 

Contacto Inicial (PIACI).  

QUINTA. - La precitada Comisión Especial Multisectorial Revisora está integrada por:  

a) Un/a representante de la Presidencia del Consejo de Ministros, quien la presidirá.  

b) Un/a representante del Ministerio de Cultura;  

c) Un/a representante del Ministerio del Ambiente;  

d) Un/a representante del Ministerio de Agricultura y Riego;  

e) Un/a representante del Ministerio de Energía y Minas;  

f) Un/a representante del Ministerio del Interior;  

g) Un/a representante del Ministerio de Defensa;  

h) Un/a representante del Ministerio de Relaciones Exteriores;  

i) Un/a representante del Gobierno regional de la zona de ubicación de los Pueblos 

Indígenas en situación de Aislamiento y en situación de Contacto Inicial (PIACI).  

j) Tres (03) representantes de las Municipalidades provinciales de la zona de ubicación 

de los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento y en situación de Contacto 

Inicial (PIACI).  

k) Tres (03) representantes de las Municipalidades distritales de la zona de ubicación de 

los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento y en situación de Contacto Inicial 

(PIACI).  
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l) Dos (02) representantes de las organizaciones indígenas y/o sociedad civil organizada 

de la zona de ubicación de los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento y en 

situación de Contacto Inicial (PIACI).  

Los miembros de la Comisión Especial, previo acuerdo y para el cumplimiento de su 

objeto, pueden solicitar la colaboración y/o asesoramiento de especialistas nacionales o 

internacionales, según corresponda.  

SEXTA. - La Comisión Especial tiene una vigencia de seis (06) meses contados a partir 

de la fecha de su instalación, para la presentación de las propuestas y los resultados del 

proceso de revisión de la categorización los Pueblos Indígenas en situación de Aislamiento 

y en situación de Contacto Inicial (PIACI).” 

Para el Congresista Mori Celis, el argumento principal para modificar la Ley PIACI es 

que en sus casi veinte años de aplicación se habría evidenciado que “el proceso de 

categorización de los PIACI adolece de problemas de verificación, transparencia y sustento 

técnico”. En particular, el Congresista Mori Celis, recalca que el proceso para identificar 

reservas y calificar a PIACI presenta “debilidades sustantivas”, entre ellas: 

a) La falta de certeza de la existencia de poblaciones en aislamiento en áreas 

propuestas como reservas, dando inicio a procesos de categorización que 

bloquean territorios extensos durante décadas sin resolución definitiva  

b) El riesgo de que las reservas PIACI sean sobredimensionadas sin evidencia actual 

de la presencia de PIACI en el territorio.  Limitando actividades extractivas, de 

infraestructura, como la presencia del Estado, lo cual afectaría el acceso a 

servicios básicos de las poblaciones rurales que se encuentran alrededor de las 

reservas. 

c) La centralización del control sobre el proceso de categorización de PIACI y sus 

reservas en el Ministerio de Cultura, permitiendo demoras excesivas y falta de 

transparencia, como la carencia de contrapesos políticos y técnicos. 

Como podemos apreciar, este proyecto pretende modificar la Ley Nº 28736, Ley de 

Protección Para Pueblos en Situación de Aislamiento y Contacto Inicial, (Ley PIACI) en 

concreto el artículo 9 de la ley PIACI y las Disposiciones Finales, cuarta, quinta y sexta 

para la creación y la composición de la Comisión Especial Multisectorial Revisora. El 

Congresista también plantea que se revisen todas las reservas ya establecidas, a través 

de la creación de una comisión que tenga como fin, determinar su continuidad, 
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revocatoria o extinción. De igual manera, propone que el mismo reconocimiento de la 

existencia, y consecuente protección, de los PIACI sea reevaluado cada dos años. 

Ley Nº 28736 Proyecto de Ley Nº 12215/2025, que pretende 

modificar la Ley PIACI 

Artículo 9.- Informe 

Anual  

Anualmente el Presidente 

Ejecutivo del Instituto 

Nacional de Desarrollo de 

Pueblos Andinos, 

Amazónicos y 

Afroperuano - INDEPA 

informará, ante la 

Comisión Ordinaria 

competente del Congreso 

de la República, sobre los 

objetivos y logros de su 

gestión en esta materia. 

 

Artículo 9.- Informe y Evaluación periódica  

El Poder Ejecutivo, cada 06 (seis) meses remitirá a 

través del órgano competente, a la Comisión de 

Cultura y la Comisión de Fiscalización un informe 

detallado sobre:  

a) El estado de los procesos de categorización de los 

pueblos indígenas en situación de aislamiento y 

en situación de contacto inicial (PIACI).  

b) Los criterios técnicos, antropológicos y 

socioambientales empleados en la categorización 

y su actualización. 

c) La evaluación de la pertinencia de mantener, 

modificar o levantar las categorías existentes, así 

como los impactos en el desarrollo regional y 

nacional.  

d) Los objetivos y logros alcanzados en la gestión 

de protección de estos pueblos, conforme a lo 

establecido en el artículo 3 de la presente ley.  

Los procesos de categorización de pueblos en 

aislamiento o contacto inicial deberán ser reevaluados 

cada dos (2) años, mediante informe técnico 

multidisciplinario validado por el sector competente. 

Dicho informe será remitido obligatoriamente al 

Congreso de la República para su revisión y eventual 

pronunciamiento.”  

 

Artículo 2. Incorporación de la Cuarta y Quinta 

Disposición Final de la Ley 28736 Ley para la 

Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en 
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Situación de Aislamiento y en Situación de Contacto 

Inicial  

Se incorpora la Cuarta, Quinta y Sexta Disposición 

Final de la Ley 28736 Ley para la Protección de Pueblos 

Indígenas u Originarios en Situación de Aislamiento y 

en Situación de Contacto Inicial DISPOSICIÓN FINAL 

(…) CUARTA.- Créase la Comisión Especial Multisectorial 

Revisora, de naturaleza temporal, encargada de proponer las 

modificaciones y adecuaciones necesarias, así como realizar 

la revisión, actualización y emisión de opiniones respecto del 

proceso de categorización de los Pueblos Indígenas en 

situación de Aislamiento y en situación de Contacto Inicial 

(PIACI).  

QUINTA. - La precitada Comisión Especial Multisectorial 

Revisora está integrada por:  

a) Un/a representante de la Presidencia del Consejo de 

Ministros, quien la presidirá.  

b) Un/a representante del Ministerio de Cultura;  

c) Un/a representante del Ministerio del Ambiente;  

d) Un/a representante del Ministerio de Agricultura y 

Riego;  

e) Un/a representante del Ministerio de Energía y 

Minas;  

f) Un/a representante del Ministerio del Interior;  

g) Un/a representante del Ministerio de Defensa;  

h) Un/a representante del Ministerio de Relaciones 

Exteriores;  

i) Un/a representante del Gobierno regional de la zona 

de ubicación de los Pueblos Indígenas en situación de 

Aislamiento y en situación de Contacto Inicial 

(PIACI).  

j) Tres (03) representantes de las Municipalidades 

provinciales de la zona de ubicación de los Pueblos 
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Indígenas en situación de Aislamiento y en situación 

de Contacto Inicial (PIACI).  

k) Tres (03) representantes de las Municipalidades 

distritales de la zona de ubicación de los Pueblos 

Indígenas en situación de Aislamiento y en situación 

de Contacto Inicial (PIACI).  

l) Dos (02) representantes de las organizaciones 

indígenas y/o sociedad civil organizada de la zona de 

ubicación de los Pueblos Indígenas en situación de 

Aislamiento y en situación de Contacto Inicial 

(PIACI).  

Los miembros de la Comisión Especial, previo acuerdo y para 

el cumplimiento de su objeto, pueden solicitar la 

colaboración y/o asesoramiento de especialistas nacionales o 

internacionales, según corresponda.  

SEXTA. - La Comisión Especial tiene una vigencia de seis 

(06) meses contados a partir de la fecha de su instalación, 

para la presentación de las propuestas y los resultados del 

proceso de revisión de la categorización los Pueblos 

Indígenas en situación de Aislamiento y en situación de 

Contacto Inicial (PIACI).” 

 

 

6. El problema jurídico constitucional sobre el que se pronunciara este 

informe 

El tema de fondo es si la revisión y evaluación de los procesos de categorización de las 

reservas para pueblos en situación de aislamiento y contacto inicial para modificar o 

levantar las categorías existentes son compatibles con los derechos fundamentales de los 

PIACI. 

Queda claro que el proyecto de ley no contempla la necesidad de proteger a los pueblos 

en aislamiento que viven en la reserva indígenas creadas y solicitadas. Como puede 

advertirse, el problema no es la ley PIACI en sí misma, sino que el reconocimiento de los 

pueblos en aislamiento, y el establecimiento de estas reservas, constituye una amenaza 

para las actividades extractivas que se pretenden realizar en territorio de estos pueblos, 
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olvidando por completo la necesidad de proteger a pueblos que históricamente han sido 

rezagados en sus derechos.  

Lo más grotesco de este proyecto de ley, y que evidencia una grave amenaza al derecho 

a la vida y a pervivencia de estos pueblos, es la modificación del artículo 9, que busca no 

sólo revisar las reservas ya creadas para extinguirlas, sino que dispone también la 

revisión cada 2 años de los procesos de categorización de PIACI, efectivamente 

vulnerando la protección a su vida y existencia. Dicha protección, para ser efectiva, 

debería ser continua en el tiempo y cierta.    

La Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció, en el caso Yakye Axa, que la 

protección de los derechos de los pueblos indígenas, especialmente de los más 

vulnerables (como son los PIACI), es en sí misma una cuestión de interés público que 

debe ser sopesada en relación a otras consideraciones de interés público25. Sin embargo, 

en el proyecto de ley Nº 12215/2025-CR, se ha considerado solamente el interés de 

generar ganancias de las actividades extractivas dentro del territorio de los PIACI. 

Además, se ha utilizado como excusa el derecho a un nivel de vida adecuado de las 

poblaciones rurales alrededor de las reservas, culpando las reservas PIACI – esenciales 

para su supervivencia – por la falta de acceso a recursos básicos, en vez de 

responsabilizar el Estado por no cumplir con sus obligaciones internacionales ante 

PIACI y ante las poblaciones rurales. Por lo tanto, la priorización de los intereses 

extractivistas en detrimento de los PIACI y sus reservas es una directa amenaza a la 

supervivencia física y cultural de estos pueblos que viven en las reservas y coloca una 

desproporcionada e ilegítima carga sobre ellos violando las normas fundamentales de la 

legislación sobre los derechos humanos26.  

Los PIACI son extremadamente vulnerables a cualquier forma de contacto con 

“personas de afuera”, y su supervivencia se ve gravemente amenazada por las 

incursiones en sus territorios, lo que merece la aplicación del principio de cautela y la 

adopción de las correspondientes recomendaciones acordes con la situación actual.  

 
25 Inter-American Court of Human Rights. “Case of the Yakye Axa Indigenous Community v. Paraguay”. 
San José, Costa Rica (June 17, 2005).  
26 AIDESEP, ORAU, COMARU, FPP. “Solicitud de Consideración de la Situación de los Pueblos Indígenas 
que viven en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en la Reserva Kugapakori – Nahua – Nanti en Perú 
bajo el Procedimiento de Alerta Temprana y Acción Urgente del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial (CERD) de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). Lima, Perú (enero de 
2013). 
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El reconocimiento del derecho de estos pueblos a sus tierras y territorios es fundamental, 

y ha sido reconocido por la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (ACNUDH) en sus Directrices de protección para los pueblos indígenas 

en aislamiento y en contacto inicial.27 Las directrices afirman que la protección territorial es 

una condición esencial para proteger su supervivencia, tanto física como cultural. Por lo 

tanto, la determinación de sus territorios y el establecimiento de marcos jurídicos que 

protejan esos territorios resulta crucial.28 Similarmente, la Comisión Interamericana de 

Derechos Humanos ha expresado la necesidad de exigir una especial protección del 

derecho de los pueblos indígenas sobre sus territorios, porque su goce efectivo implica, 

no sólo la protección de una unidad económica, sino la protección de los derechos 

humanos de una colectividad que basa su desarrollo económico, social, espiritual y 

cultural en la relación con la tierra.29 Asimismo, la Comisión considera que la relación de 

los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial con el medio ambiente 

y sus recursos naturales es tan integral y completa que la protección del derecho a los 

recursos naturales ubicados en los territorios de los pueblos indígenas, en el caso de los 

PIACI se extiende a todos los elementos de su entorno, ya que son necesarios para su 

supervivencia y desarrollo físico, cultural, y espiritual y para la continuidad de su estilo 

de vida.30 

Los PIACI son un grupo en una situación de particular vulnerabilidad por dos razones 

fundamentales. Primero, su falta de experiencia y conocimiento del mundo exterior les 

coloca en una situación de riesgo de explotación. Segundo, están también mucho menos 

preparados para participar significativamente en decisiones que los afectan debido a su 

falta de entendimiento sobre las modalidades e implicaciones de las actividades de 

 
27 ACNUDH, Directrices de protección para los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial, 22 de 
mayo de 2012, 
https://acnudh.org/directrices-de-proteccion-para-los-pueblos-indigenas-en-aislamiento-y-en-contacto-
inicial-de-la-region-amazonica-el-gran-chaco-y-la-region-oriental-de-paraguay/ 
28 ACNUDH, Directrices de protección para los pueblos indígenas en aislamiento y en contacto inicial, 22 de 
mayo de 2012, par 72, 
https://acnudh.org/directrices-de-proteccion-para-los-pueblos-indigenas-en-aislamiento-y-en-contacto-
inicial-de-la-region-amazonica-el-gran-chaco-y-la-region-oriental-de-paraguay/ 
29 CIDH, Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en las Américas: Recomendaciones 
para el pleno Respeto a sus Derechos Humanos, 2013, par. 5, 
https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/Informe-Pueblos-Indigenas-Aislamiento-
Voluntario.pdf  
30 Ibid, par. 101.  

https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/Informe-Pueblos-Indigenas-Aislamiento-Voluntario.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/indigenas/docs/pdf/Informe-Pueblos-Indigenas-Aislamiento-Voluntario.pdf
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extracción de recursos o los proyectos de infraestructura, y de las acciones del gobierno 

y del sector privado más en general.31  

Por lo tanto, los pueblos en situación de aislamiento, no se encuentran en la posición de 

participar en la toma de decisiones.32 A no ser que el Estado decida iniciar el contacto 

para sí conseguir su participación, lo que significaría un serio riesgo para su vida e 

integridad física ya que, como lo declaró la ONU “a menudo, el contacto con personas ajenas 

a su grupo deriva en la transmisión de enfermedades que en otras partes serían comunes y 

curables”33 y como declarado también por la CIDH “[e]n el caso particular de los pueblos 

indígenas en aislamiento voluntario, la transmisión de enfermedades es una de las amenazas más 

graves a la supervivencia física derivada del contacto. Dada su situación de aislamiento respecto 

de las sociedades no indígenas, estos pueblos no cuentan con las defensas inmunológicas contra 

enfermedades relativamente comunes, y un contagio puede tener -como en varias ocasiones ha 

tenido- consecuencias trágicas”, por lo cual los Estados tienen la obligación de prevenir 

dichos contagios34.  

Además, es fundamental recordar que el derecho al desarrollo debe ser interpretado en 

compatibilidad con los demás derechos humanos, reconocidos por el derecho 

internacional de los derechos humanos y por la Constitución del Estado. Según la 

Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de la ONU,35 “el derecho al desarrollo es un 

derecho humano inalienable en virtud del cual toda persona y todos los pueblos tienen derecho a 

participar en el desarrollo económico, social, cultural y político, a contribuir a él y a disfrutarlo, 

en el que todos los derechos humanos y libertades fundamentales puedan realizarse plenamente”, 

este derecho “implica la plena realización del derecho de los pueblos a la libre determinación, lo 

que incluye, con sujeción a las disposiciones pertinentes de los dos Pactos Internacionales de 

Derechos Humanos, el ejercicio de su derecho inalienable a la plena soberanía sobre todas sus 

riquezas y recursos naturales” (artículo 1). Según las directrices y recomendaciones sobre 

 
31 AIDESEP, ORAU, COMARU, FPP. “Solicitud de Consideración de la Situación de los Pueblos Indígenas 
que viven en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en la Reserva Kugapakori – Nahua – Nanti en Perú 
bajo el Procedimiento de Alerta Temprana y Acción Urgente del Comité para la Eliminación de la 
Discriminación Racial (CERD) de la Organización de las Naciones Unidas (ONU). Lima, Perú (enero de 
2013). 
32 CIDH, Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en las Américas: Recomendaciones 
para el pleno Respeto a sus Derechos Humanos, 2013, par. 24-25 
33 Centro de noticias de las Naciones Unidas, “Indígenas que viven en aislamiento voluntario”, sin fecha. 
http://www.un.org/spanish/events/tenstories/2006/story.asp?storyID=200 . 
34 CIDH, Pueblos Indígenas en Aislamiento Voluntario y Contacto Inicial en las Américas: Recomendaciones 
para el pleno Respeto a sus Derechos Humanos, 2013, par. 116. 
35 Declaración sobre el Derecho al Desarrollo de la ONU, Resolución 41/128 de la Asamblea General, 4 de 
diciembre de 1986 https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-right-
development  

http://www.un.org/spanish/events/tenstories/2006/story.asp?storyID=200
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-right-development
https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/declaration-right-development
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la aplicación práctica del derecho al desarrollo redactadas por el Relatos Especial de la 

ONU sobre el derecho al desarrollo, los Estados deberían respetar las reclamaciones de 

los pueblos indígenas por sus tierras y los derechos conexos, preservar sus intereses y 

solicitar su consentimiento libre, previo e informado en los procesos de desarrollo (par. 

159).36 Por la condición especial de los PIACI, su decisión de permanecer en situación de 

aislamiento debe ser equivalente al rechazo a participar, o consentir, en estas actividades 

en sus territorios, y, por lo tanto, ninguna exploración o explotación de recursos u otras 

actividades relacionadas deberían permitirse. De hecho, este principio se revela en la 

legislación peruana existente, la cual especifica que las reservas para los pueblos 

indígenas en situación de aislamiento y contacto inicial son “intangibles” y prohíbe “la 

realización de cualquier actividad distinta a la de los usos y costumbres ancestrales de 

los habitantes indígenas.”37 Por lo tanto, el derecho al desarrollo no puede ser utilizado 

como una justificación para vulnerar el derecho a la vida, el derecho al más alto nivel de 

salud física y mental, o el derecho a la libre determinación y a la plena soberanía sobre 

todas sus riquezas y recursos naturales de los PIACI. 

La Comisión y Corte Interamericana de Derechos Humanos han afirmado numerosas 

veces que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental que es esencial para 

el ejercicio de todos los demás derechos humanos y que tal derecho incluye no sólo el 

derecho de no ser privado de su vida arbitrariamente, sino también de no ser impedido 

en el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna38. En relación a los 

artículos 1.1, el Estado tiene que adoptar las medidas necesarias para proteger las 

personas de la privación arbitraria de vida (obligación negativa) y también para proteger 

y preservar el derecho a la vida (obligación positiva).39  Estas medidas puedan incluir 

mecanismos para disuadir amenazas al derecho; investigar, sancionar y reparar toda 

privación; mitigar pobreza, marginación, malnutrición; y asegurar accesos a la atención 

de salud.40 Además, en el desarrollo de tales medidas, el Estado tiene que tomar en 

 
36 A/HRC/42/38, Informe del Relator Especial de la ONU sobre el derecho al desarrollo, 2 de julio de 2019 
https://docs.un.org/es/A/HRC/42/38 
37 Ley N° 28736, 18 de mayo de 2006, Ley para la protección de pueblos indígenas u originarios en situación 
de aislamiento y en situación de contacto inicial. 
38 Caso "Instituto de Reeducación del Menor". Sentencia de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 156; 
Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri, Sentencia de 8 de julio de 2004.  Serie C No 110, párr. 128; Caso Myrna 
Mack Chang, Sentencia de 25 de noviembre de 2003.  Serie C. No. 101, párr. 152, y Caso de los “Niños de la 
Calle” (Villagrán Morales y otros), Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Serie C No. 63, párr. 144. 
39 Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, párrs. 151-53. 
40 Ibid., párr. 153-54; Caso Comunidad Indígena Yakze Axa, párr. 163, 167-69. 
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cuenta la situación de la población en riesgo, especialmente su vulnerabilidad, sus 

necesidades particulares, y su forma de vida diferente.41 

Sobre el particular, la Corte IDH ha interpretado el artículo 4 de la CADH, sosteniendo 

de manera reiterada que este comprende no solo el derecho a no ser privado 

arbitrariamente de la vida, sino el acceso a condiciones que permitan una existencia 

digna, por lo que los enfoques que limiten el goce de dicho derecho no son admisibles. 

Según la Corte “El derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un 

prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. De no ser respetado, todos los 

derechos carecen de sentido. En razón del carácter fundamental del derecho a la vida, no son 

admisibles enfoques restrictivos del mismo. En esencia, el derecho fundamental a la vida 

comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, 

sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una 

existencia digna. Los Estados tienen la obligación de garantizar la creación de las condiciones que 

se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho básico y, en particular, el deber 

de impedir que sus agentes atenten contra él.”42 

Como señala en definitiva la Corte IDH, “Una de las obligaciones que ineludiblemente debe 

asumir el Estado en su posición de garante, con el objetivo de proteger y garantizar el derecho a 

la vida, es la de generar las condiciones de vida mínimas compatibles con la dignidad de la persona 

humana y a no producir condiciones que la dificulten o impidan. En este sentido, el Estado tiene 

el deber de adoptar medidas positivas, concretas y orientadas a la satisfacción del derecho a una 

vida digna, en especial cuando se trata de personas en situación de vulnerabilidad y riesgo, cuya 

atención se vuelve prioritaria.”43 

Como hemos aclarado anteriormente, por la condición de particular vulnerabilidad de 

los PIACI, la creación y mantenimiento de sus reservas son esenciales para evitar el 

contacto con virus o enfermedades que podrían causar su muerte, y por ende las reservas 

son instrumentales para su sobrevivencia. Por lo tanto, la eliminación de las reservas 

PIACI y la consecuente riesgo u obligación al contacto podría constituir el actus reus del 

crimen internacional de genocidio, en particular podría equivaler a someter a un grupo 

a “condiciones de existencia que hayan de acarrear su destrucción física, total o parcial”, artículo 

 
41 Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa, párr. 154; Caso Comunidad Indígena Yakze Axa, párr. 163. 
42 Corte IDH, sentencia de fondo en el Caso Niños de la calle vs. Guatemala, párr. 144. (subrayado nuestro) 
43 Corte IDH, Caso Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 162. 
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II c. de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, ratificada 

por Perú en 1960.44 

 

7. El derecho a la propiedad tradicional de los PIACI se concreta en el 

establecimiento de las Reservas Indígenas 

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH), ha establecido 

que los pueblos indígenas en situación de aislamiento voluntario y contacto inicial son 

titulares de derechos humanos, los cuales deben ser protegidos de una manera muy 

especial debido a que estos pueblos se encuentran en una situación única de 

vulnerabilidad y al no estar en contacto con la sociedad mayoritaria no pueden abogar 

por sí mismos45.  

Así, la jurisprudencia internacional reconoce que los PIACI “tienen todos los mismos 

derechos que los pueblos indígenas ya contactados o integrados en la sociedad 

mayoritaria”46. De la misma manera, las Directrices de la OACNUDH, señala que los 

derechos humanos de tales pueblos “han de ser leídos atendiendo a la particularidad del 

no contacto o del contacto reciente de estos pueblos, sin olvidar las amenazas o 

problemas que enfrentan, desde el punto de vista del ejercicio de los humanos y su 

situación de particular vulnerabilidad”47 

Lo que significa que, la protección de estos pueblos debe darse dentro de un marco que 

respete plenamente sus derechos a la libre autodeterminación, a la vida e integridad 

física, cultural y psíquica de los pueblos y sus miembros, a la salud, y a sus derechos 

sobre la tierra, territorios y recursos naturales que han ocupado y utilizado 

ancestralmente. En el caso de los pueblos indígenas “existe una relación directa entre la 

libre determinación y los derechos sobre la tierra y los recursos naturales” la cual toma 

 
44 Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio, Resolución 260 A (III) de la Asamblea 
General de la ONU, 09 de diciembre de 1948 https://www.ohchr.org/es/instruments-
mechanisms/instruments/convention-prevention-and-punishment-crime-genocide 
45 CIDH. Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. 
Normas y jurisprudencia del sistema Interamericano de derechos humanos. OEA/Sr./V/II, 30 de diciembre 
de 2009, párr. 81  
46 CIDH. Informe Pueblos indígenas en aislamiento voluntario y contacto inicial en las Américas. 2013, párr. 
27 
47 Directrices de Protección para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y en Contacto Inicial de la Región 
Amazónica, El Gran Chaco y la Región Oriental de Paraguay. 2012, párr. 19 
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particular relevancia cuando se trata de pueblos en situación de aislamiento o contacto 

inicial48. 

Por otro lado, la CIDH señala que una de las maneras más efectivas de asegurar el 

respeto pleno de los derechos de los pueblos indígenas en aislamiento y contacto inicial 

es mediante la protección de sus tierras, territorios y recursos naturales49, y enfatiza en 

que la protección territorial es una condición fundamental para proteger la integridad 

física, cultural y psicológica de los pueblos indígenas en aislamiento voluntario y 

contacto inicial50. 

En esa misma línea, la Declaración Americana Sobre los Derechos de los Pueblos 

indígenas, ha dicho que los Estados deben adoptar políticas y medidas para respetar y 

proteger las tierras, territorios, medio ambiente y cultura de estos pueblos51.  

La Corte IDH en el caso del pueblo indígena Tagaeri y Taromenane, vs. Ecuador, 

desarrolla el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos en aislamiento. Señala que 

estos pueblos deben gozar de todos los derechos humanos. “No obstante estos derechos 

deben ser interpretados y aplicados teniendo en cuenta las características especiales de 

estos pueblos y, en particular, su condición de no contacto a la hora de aplicar los 

estándares generales ya desarrollados para los demás pueblos indígenas”.52 Agrega que, 

“las obligaciones internacionales sobre derechos de los PIACI deben ser entendidas y 

adecuadas en función del principio de no contacto”. 

La Corte IDH también desarrolla lo señalado por la Directrices de las Naciones Unidas, 

a través de la cual se establece un esquema para delimitar los territorios de los PIACI: 

Tipo de Tierras  Definición  Restricción a favor de 

los PIACI  

Tierras y territorios de los 

pueblos indígenas en 

aislamiento y en contacto inicial   

Aquellas tierras donde 

viven y donde tienen 

asegurado el 

En estas tierras debe 

establecerse una 

prohibición de entrada, 

 
48 Derechos de los pueblos indígenas y tribales sobre sus tierras ancestrales y recursos naturales. Normas y 
Jurisprudencia del Sistema Interamericano de derechos humanos. OEA/Ser.L/V/II, 30 de diciembre de 
2009; párr. 165 
49 Informe “Pueblos Indígenas en Aislamiento voluntario y contacto inicial en las américas: 
Recomendaciones para el pleno respeto a sus derechos humanos”, OEA/Ser.L/V/II. Doc. 47/13 30 
diciembre 2013, párr. 70  
50 Ibídem, párr. 93  
51 Art. 26 de la Declaración Americana Sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas.  
52 Sentencia de la Corte IDH. Caso pueblos indígenas Tagaeri y Taromenane vs. Ecuador. Sentencia 4 de 
septiembre de 2024. Fj. 184. 



25 
 

mantenimiento de sus 

formas de vida y que 

han utilizado y 

transitado 

históricamente.  

así como de realizar 

cualquier tipo de acto. 

El conjunto de estas 

tierras y territorios 

podrían denominarse 

territorios intangibles o 

reservas territoriales 

protegidas. Deben ser 

establecidas a partir de 

la identificación de las 

tierras y territorios por 

los que se mueven los 

pueblos en aislamiento.  

Tierras de amortiguamiento Tierras de rodean las de 

los pueblos indígenas en 

aislamiento y en 

contacto inicial. Con el 

fin de evitar contactos 

accidentales, se deben 

establecer medidas 

específicas de 

protección que limiten 

dichas posibilidades de 

contacto. 

Estas zonas deben tener 

acceso limitado, las 

actividades económicas 

deben establecer 

mecánicos y barreras 

físicas para evitar 

contacto y deben 

controlarse las 

actividades que se 

lleven a cabo en su 

interior53  

Elaboración propia. 

Señala además que la delimitación del territorio de los PIACI debe realizarse con base a 

mecanismos y estudios multidisciplinarios y culturalmente apropiados que tomen en 

cuenta la zona de desplazamiento y la situación de estos pueblos con participación de 

las entidades del Estado54.  

 
53 ONU. Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Directrices de protección 
para los Pueblos Indígenas en Aislamiento y en Contacto Inicial en la Región Amazónica, el Gran Chaco y 
la Región Oriental del Paraguay. Resultado de las consultas realizadas por la ACNUDH en la región: Bolivia, 
Brasil, Colombia, Paraguay, Perú y Venezuela, febrero 2012. Párr.55 
54 Sentencia de la Corte IDH, caso pueblos indígenas Tagaeri y Taromenane vs. Ecuador, párr. 204 
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Tomando en cuenta lo señalado por las Directrices de las Naciones Unidas, la Corte pone 

énfasis en la necesidad de prohibir cualquier tipo de actividad que suponga una 

intrusión en territorio de los PIACI con el fin de limitar el acceso a sus tierras55. 

En ese sentido, para la Corte IDH, los estándares que debe aplicarse para proteger el 

derecho a la propiedad de los PIACI, implica:  

a. El deber de los Estados de delimitar y reconocer las áreas que ocupan y a las que 

han tenido acceso tradicional, 

b. Estas áreas deben ser declaradas intangibles a favor de los pueblos en aislamiento 

c. En las zonas colindantes a éstas deben establecerse medidas específicas de 

protección, con el fin de evitar contactos accidentales56 

d. Las prohibiciones de acceso y explotación en territorio de los PIACI deben ser 

establecidas de forma clara en la legislación, con el fin de proteger a los PIACI57. 

e. Asegurar el no contacto en estos territorios58 

f. La protección de los territorios de los PIACI debe ser dinámicas y contemplar la 

posibilidad de una ampliación debido a las características especiales de estos 

pueblos59 

g. Respetar el principio de no contacto y de irreductibilidad del territorio,60 como 

manifestación de su derecho a la autodeterminación.  

h. En el caso de que exista violación del derecho al territorio de los PIACI como 

consecuencia de las actividades extractivas se debe aplicar el principio de 

precaución61  

i. La protección efectiva del derecho a la propiedad de los PIACI implica garantizar 

su intangibilidad, para ello los Estados deben abstenerse de realizar acciones que 

implique el contacto, y vulneren la intangibilidad de sus territorios62. 

Lo que la Corte IDH señaló es que la única manera de proteger a los PIACI es 

protegiendo sus territorios, en el caso de estos pueblos protegiendo las reservas y no 

 
55 Ibid, párr. 205 
56 Ibid, párr. 206 
57 Ibid, parrá.207 
58 Ibid, parrá.208 
59 Ibid parrá.215 
60 Ibid, parrá.215 
61 Ibid, parrá.224 
62 Ibid, parrá.232 
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desparacerlas como pretende el proyecto de ley presentado por el congresista Juan 

Carlos Célis.  

 

8. ¿Se puede extinguir las reservas para realizar actividades extractivas en 

territorio de los PIACI? 

La respuesta es no, pues ello resulta incompatible con el principio de no contacto, debido 

a que los PIACI sufren una triple vulneración: Inmunológica, ambiental y social. 

- Vulnerabilidad inmunológica, porque su sistema inmunológico no está 

preparado para el contacto. 

- Vulnerabilidad ambiental, porque dependen extremadamente de sus territorios 

y medio ambiente, lo que implica que cualquier alteración afectaría el acceso de 

esos pueblos a recursos naturales indispensable para su subsistencia. 

Vulnerabilidad social, porque no están preparados para el contacto con otras 

civilizaciones o la sociedad en general. Este es el motivo por el cual no se puede realizar 

ningún tipo de actividades extractivas o de otro tipo en territorio de estos pueblos. Las 

y los funcionaros del Estado deben interpretar su aislamiento como expresión de la 

voluntad de rechazo a la realización de actividades extractivas en sus territorios, dado 

que este tipo de actividades pone en peligro la subsistencia de estos pueblos.  

Esta prohibición debe ser leído con lo establecido por la Corte IDH, en los párrafos 134 

y 135 del caso Saramaka vs. Suriname. 

De acuerdo con esta sentencia, en caso estemos frente a la realización de proyectos de 

gran impacto, las comunidades indígenas (en este caso los PIACI) no solo tienen derecho 

a la consulta previa (a través de las organizaciones indígenas nacionales), sino también 

es necesario su consentimiento para el desarrollo del proyecto. Por tal motivo, los PIACI 

al haber expresado su voluntad de rechazo a través del aislamiento, no han dado 

consentimiento para que se realicen actividades en sus territorios, consecuentemente 

debe prohibirse cualquier ingreso a sus territorios para realizar cualquier tipo de 

actividad, especialmente las extractivas. 

Desde la perspectiva jurídico constitucional, los derechos de los PIACI están por encima 

de la seguridad jurídica y de la libertad contractual de los titulares de concesiones 

forestales, petroleros, etc., que se superponen en territorio donde viven los PIACI (quizá 
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podrías citar ese artículo https://www.idl.org.pe/mientras-no-se-asegure-la-vida-y-la-

integridad-de-los-piaci-no-se-puede-realizar-actividades-en-sus-territorios/).  Este 

fundamento es reforzado con el principio de intangibilidad de su territorio y de no 

contacto de estos pueblos. Sostener lo contrario, es desconocer la naturaleza de los 

PIACI. 

La vida humana es un bien indispensable, irremplazable, insustituible, que está por 

encima de las demás libertades y derechos, y que está por encima de las libertades 

económicas. Si bien, no hay derechos más importantes que otros, todos son importantes, 

sin embargo, si existe un conflicto entre derechos, y no es posible armonizar, en 

aplicación de los principios de no contacto e intangibilidad del territorio de los PIACI, 

deberá analizarse y protegerse aquellos derechos que tengan más relevancia en un caso 

concreto.  

En este caso, el derecho a la vida, a la integridad física, a la salud, y a la subsistencia. 

Derechos que prevalecen sobre la libertad de empresa y la obligación del Estado de 

promover el desarrollo.  

Todo acto, o toda norma que viole o amenace la dignidad y la vida humana de los PIACI 

son nulos e incompatibles con la Constitución y con los tratados internacionales de 

derechos humanos. El artículo 59 de la Constitución es claro, el derecho a la salud es el 

límite de la libertad de empresa.  

Por otro lado, creemos importante hacernos la siguiente pregunta, ¿La necesidad 

pública, justifica y autoriza la extinción de las reservas para realizar actividades 

extractivas en ellas? 

La necesidad pública es diferente a la necesidad de las empresas de maximizar sus 

ganancias. La necesidad pública es el interés público, el interés de todos los peruanos, lo 

que significa que, no se puede interpretar esta necesidad e interés público en desmedro 

o exterminio de estos pueblos.  

En una reciente sentencia el Tribunal Constitucional ha definido los criterios para la 

utilización de conceptos jurídicos indeterminados. Como dice el TC, en relación con los 

conceptos jurídicos indeterminados, “nos encontramos ante este tipo de conceptos 

cuando la norma que los recoge define el supuesto de hecho a través de formulaciones 

abstractas que solamente pueden ser materializados en su aplicación práctica”. (STC Nº 

01341-2014-PA, f.j. 18). El TC, reconoce que el uso de estos conceptos “podría permitir 
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que se consagren situaciones de vulneración a algunos derechos fundamentales, 

vulneraciones cuya materialización no puede reseñarse en abstracto, sino que debe 

determinarse en cada caso particular”. (STC Nº 01341-2014-PA, fj.19). 

Como muy bien lo reconoce el TC, el desafío no es otro que establecer criterios objetivos 

que ayuden a concretar el criterio en abstracto. En palabras del TC, es necesario, “tratar 

de establecer criterios que ayuden a evitar que la indeterminación de la situación 

prevista como sancionable se preste a poder configurar una vulneración a la cabal 

vigencia de ciertos derechos” (STC Nº 01341-PA, f.j. 20). Añade el TC que: “Sin embargo, 

resulta necesario tener presente que, ante el uso de estos conceptos jurídicos 

indeterminados, bien debieran apreciarse algunos criterios específicos. Así, conviene 

observar si se respetaron los elementos reglados de esa situación (cumplimiento de 

competencias y procedimientos previamente establecidos), si se hizo una adecuada 

evaluación de los hechos sucedidos (los derechos determinantes), o si  se cumplió con 

seguir ciertos principios generales del derecho (proporcionalidad, buena fe y confianza 

legítima, igualdad, interdicción de la arbitrariedad), y, por último, evaluar si se 

respetaron los diversos derechos” (STC Nº 01341-2014-PA, f.j. 22). 

Es decir, para el TC, estos criterios son: 1) elementos reglados de esa actuación 

(cumplimiento de competencias y procedimientos previamente establecidos), 2) 

adecuada evaluación de los hechos sucedidos (los hechos determinantes), 3) respecto de 

ciertos principios generales del Derecho (proporcionalidad, buena fe y confianza 

legítima, igualdad, interdicción de l. arbitrariedad), y 4) respeto de los derechos 

fundamentales. Como puede apreciarse, se trata de criterios objetivos.  

Podemos concluir que, para la jurisprudencia del TC, los derechos fundamentales son 

un límite a la hora de concretar los conceptos jurídicos indeterminados.  

En este caso, estos criterios servirán para determinar la “necesidad publica” para 

extinguir las reservas y realizar actividades extractivas en el territorio de los PIACI. De 

acuerdo con estos criterios, la necesidad pública nunca podrá justificar sacrificios 

irrazonables y desproporcionados. Ciertamente esta restricción deberá estar motivada. 

En este caso, por más necesidad pública que tenga este país, esta no puede justificar la 

amenaza y la violación de los derechos a la vida, a la salud, a la integridad física y a la 

subsistencia de los PIACI.  
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Mientras no se asegure la vida, subsistencia e integridad de los PIACI no se puede 

realizar actividades extractivas en sus territorios, mucho menos despojarlos como 

pretende el proyecto de ley.  

 

9. Conclusiones  

En atención a los argumentos antes desarrollados podemos concluir que: 

• Requerir la revaluación, cada seis meses, de las reservas de los PIACI, pondría 

en peligro el derecho a la vida y la sobrevivencia de los PIACI, porque sus vidas, 

salud, medios de vida y cultura dependen intrínsecamente de sus territorios. Por 

lo tanto, podría resultar en una violación del Estado peruano de titular los 

territorios de los PIACI, y de consecuencia de proteger su derecho a la vida. 

• Requerir la evaluación, cada dos años, de la categorización de PIACI, aumenta la 

incertidumbre sobre su reconocimiento y de consecuencia podría resultar en una 

violación de sus obligaciones constitucionales e internacionales del Estado 

peruano de reconocer y de proteger los pueblos indígenas, con particular 

atención a los pueblos que se encuentran en una situación de mayor 

vulnerabilidad como los PIACI. 

• En fin, el derecho al desarrollo y el derecho a un nivel de vida adecuado de las 

comunidades alrededor de reservas PIACI, deben ser balanceados con los 

derechos de los PIACI – primero entre ellos su derecho a la vida. Es obligación 

del Estado peruano garantizar el derecho a un nivel de vida adecuado y el 

derecho al desarrollo en pleno respeto de los derechos de los PIACI, quien 

merecen particular protección por su condición de vulnerabilidad y por 

discriminación histórica contra ellos. 

• El proyecto de ley Nº 12215-2025-CR, constituye un mecanismo de despojo de los 

territorios de estos pueblos, y la proliferación de actividades ilegales como el 

narcotráfico y la minería ilegal, y otras actividades externas.  

• Es necesario que el gobierno peruano establezca una protección reforzada que 

contemple no sólo la intervención del MINCUL, sino una intervención 

multisectorial, debido a que las amenazas tienen efecto directo en las 

obligaciones de otros sectores como el ministerio de ambiente, ministerio de 
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energía y minas, y los gobiernos regionales en cuya jurisdicción se ha reconocido 

científicamente la existencia de estos pueblos.  

• Los PIACI, si bien, no pueden hablar por sí mismos, empero, tienen todos los 

derechos contemplados en la Constitución y Convenio 169 de OIT. El artículo 8 

de la ley Nº 29785, expresamente señala que, “Artículo 8.- Derechos de miembros de 

Comunidades Nativas aplicables. Los pueblos indígenas en situación de aislamiento y en 

situación de contacto inicial se benefician de todos los derechos que la Constitución y la 

ley establecen a favor de las Comunidades Nativas”. Consecuentemente son sujetos 

de derechos con particularidades diferentes y condición de fragilidad 

inmunológica. El respeto del principio de no contacto y prevención debe primar 

frente a estas amenazas contra sus vidas.  

• A nivel nacional se recomienda, la adopción de un marco de protección especial 

para los pueblos indígenas que viven aislados voluntariamente y que los 

gobiernos establezcan políticas especiales para asegurar la protección, y los 

derechos de los pueblos indígenas que tienen pequeñas poblaciones y corren 

riesgos de extinción. 

• El Estado, a través del Ministerio de Cultura, está en la obligación de prevenir, 

vigilar, y evitar la extinción de los PIACI. Al respecto, es preciso señalar que los 

Estados no pueden invocar imposibilidad de prevenir la consumación de un 

riesgo. En ese entender, el Estado está en condiciones de adoptar medidas 

capaces para paliar la situación de peligro que actualmente amenaza a los PIACI. 

• Los estados tienen la obligación de adoptar todas las medidas necesarias y 

razonables para garantizar el derecho a la vida, libertad personal e integridad 

personal de aquellas personas que se encuentran en una situación de especial 

vulnerabilidad, especialmente como consecuencia de su labor, siempre y cuando 

el Estado tenga conocimiento de un riesgo real e inmediato en contra de éstos y 

toda vez que existan posibilidades razonables de prevenir o evitar ese riesgo. 

 

 


